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La candidata presidencial del Socialismo Demo-
crático calificó como “descorazonante e irritante” 
el escándalo por el uso fraudulento de licencias 
médicas en el sector público y aseguró que en su 
eventual gobierno enfrentará con firmeza este tipo 
de prácticas. Anunció un plan integral que incluye 
legislación, fiscalización, educación y compromiso 
ético en la función pública.

El informe que reveló que más de 25 mil funcionarios 
públicos salieron del país mientras estaban con licencia 
médica ha generado un efecto dominó. Aunque el reporte 
no incluyó a instituciones autónomas, el Poder Judicial y 
la Fiscalía Nacional activaron indagatorias internas para 
determinar si se replicó la irregularidad en sus filas.

En medio del creciente escándalo 
por el uso irregular de licencias 
médicas por parte de funcionarios 
públicos, la candidata presidencial 
del Socialismo Democrático, Caro-
lina Tohá, endureció este sábado 
su postura y anunció que, de llegar 
a La Moneda, impulsará un pacto 

nacional contra el fraude social, 
comprometiéndose a enfrentar 
con decisión y sin ambigüedades 
las malas prácticas que afectan la 
probidad en el aparato estatal.

Durante un encuentro programáti-
co realizado en Santiago, enfocado 

en las propuestas de su programa 
de gobierno, y en un posterior 
punto de prensa, la actual ministra 
del Interior y abanderada del blo-
que conformado por PPD, PS, PR 
y PL, fue enfática en condenar la 
conducta de los funcionarios invo-
lucrados en el masivo informe de 

Un verdadero terremoto institu-
cional ha provocado el reporte pu-
blicado esta semana por la Contra-
loría General de la República, que 
reveló que 25.078 funcionarios 
públicos salieron del país mientras 
se encontraban con licencia médi-
ca entre 2023 y 2024. El informe, 
basado en el cruce de datos de la 
Superintendencia de Seguridad 
Social (Suseso), la Policía de Inves-
tigaciones (PDI) y otras entidades 
estatales, involucra a 788 institu-
ciones públicas, abriendo la puer-
ta a una avalancha de fiscalizacio-
nes internas y eventuales acciones 
penales.

A pesar de que, por mandato legal, 
el informe no incluyó al Poder Ju-
dicial ni al Ministerio Público, am-
bas instituciones anunciaron este 

viernes el inicio de investigaciones 
internas, buscando establecer si la 
misma conducta irregular se regis-
tró en sus dependencias.

Fiscalía Nacional: orden directa 
de Valencia
Según informó el diario La Tercera, 
el fiscal nacional, Ángel Valencia, 
instruyó este viernes la realización 
de una pesquisa interna para veri-
ficar si funcionarios del Ministerio 
Público, ya sean fiscales o personal 
administrativo, salieron del país 
durante sus licencias médicas.

La decisión fue confirmada por la 
Fiscalía Nacional, aunque por aho-
ra no se han entregado detalles 
sobre los términos de la revisión, 
el periodo exacto que abarcará ni 
el mecanismo que se utilizará para 

cruzar los datos migratorios y mé-
dicos. Aun así, se espera que la re-
visión utilice los registros internos 
de licencias médicas y los compare 
con la base de datos de la PDI y 
los registros del Departamento de 
Extranjería.

Corte Suprema también responde
En paralelo, el Poder Judicial, a tra-
vés del pleno de la Corte Suprema, 
ordenó a la Corporación Adminis-
trativa del Poder Judicial (CAPJ) 
que, a través de su unidad de Re-
cursos Humanos, realice un catas-
tro de las licencias médicas de los 
últimos cinco años, extendiendo el 
análisis más allá del periodo revi-
sado por Contraloría.

El objetivo será cruzar las licencias 
con las eventuales salidas del país 

Carolina Tohá endurece discurso por 
licencias médicas irregulares y promete 
pacto nacional contra el fraude social

Informe de Contraloría sobre uso 
indebido de licencias médicas 

sacude al Estado: Corte Suprema 
y Ministerio Público inician sus 

propias investigaciones

Contraloría, que reveló que más de 
25.000 empleados públicos salie-
ron del país mientras se encontra-
ban con licencia médica.

“Lo que hemos conocido en estos 
días sobre las licencias médicas de 
funcionarios públicos en el gobier-
no central y los municipios es des-
corazonante y para los ciudadanos, 
irritante. Peor aún cuando se trata 
de doctores del sector público. La 
gente que ve estas noticias en su 
casa arde de rabia, y con razón. 
Todos pagamos el sueldo de los 
funcionarios y tenemos derecho a 
esperar un mínimo de decencia”, 
señaló Tohá en su intervención.

“No son licencias de salud mental, 
son licencias falsas”
La candidata fue más allá y des-
cartó que este tipo de prácticas 
puedan ser amparadas bajo justi-
ficaciones médicas cuestionables.

“En muchos servicios públicos hay 
condiciones que afectan la salud 
mental, y eso debe ser atendido. 
Pero las licencias falsas no son 
licencias de salud mental, son li-
cencias falsas y deben ser tratadas 
como tales”, subrayó, diferencian-
do la necesidad de atención en 
salud real de los abusos que, a su 
juicio, vulneran gravemente la éti-
ca del servicio público.

Compromiso con medidas estruc-
turales y voluntad política
Tohá adelantó que su eventual 

administración implementará una 
estrategia transversal para comba-
tir el fraude, que irá desde refor-
mas legales y medidas administra-
tivas, hasta una campaña nacional 
de educación cívica y ética pública, 
involucrando a todas las ramas del 
Estado.

“Estoy dispuesta a pagar todos 
los costos que sean necesarios 
y a aguantar todas las presiones 
del mundo para ganar esta pelea. 
Porque es demasiado importante”, 
afirmó.

Y agregó:

“Nuestro gobierno tendrá en su 
mandato una máxima que ha-
remos exigible a todos quienes 
trabajen en la administración: 
no mentir, no robar, no eludir el 
deber. Son cosas mínimas, bási-
cas, para aspirar a ser un servidor 
público”.

La iniciativa que propuso incluye 
acuerdos políticos intersectoriales, 
revisión de protocolos de licencias 
médicas, fiscalización cruzada en-
tre organismos, y la creación de 
estándares de integridad pública 
obligatorios para quienes se des-
empeñen en cargos estatales.

Crítica a la instrumentalización 
política del caso
En el punto de prensa posterior 
al evento, Carolina Tohá también 
apuntó a quienes, según ella, 

intentan politizar el escándalo en 
busca de rédito electoral.

“No va a faltar quien busque sacar 
partido de esta situación. Nosotros 
no estamos en ese bando. Nosotros 
estamos en el bando de que, cuan-
do el problema es grave, hay que 
enfrentarlo, sin importar si convie-
ne o no políticamente”, indicó, mar-
cando distancia de sectores que 
han capitalizado mediáticamente el 
informe de Contraloría para criticar 
al actual gobierno.

Escenario electoral en tensión
La intervención de Tohá se da en un 
contexto de alta sensibilidad públi-
ca frente al uso indebido de recur-
sos fiscales y una creciente deman-
da ciudadana por transparencia y 
probidad. Las investigaciones inter-
nas activadas por el Poder Judicial 
y el Ministerio Público, sumadas a 
la revisión de la Contraloría, han 
generado un amplio debate sobre 
la necesidad de reformar el sistema 
de licencias médicas y modernizar 
los controles en la administración 
pública.

Analistas coinciden en que, con 
esta postura, la candidata busca 
reposicionarse en el debate ético, 
enfrentando con decisión un tema 
que ha calado hondo en la opinión 
pública, y que podría transformar-
se en un eje central de la campaña 
presidencial de cara a los próximos 
meses.

Tohá, una de las figuras con más 
experiencia en el gabinete y exal-
caldesa de Santiago, apuesta por 
una campaña centrada en la recu-
peración de la confianza pública y 
la eficiencia del Estado, destacando 
que la ética pública no puede ser 
negociable en un país que busca 
construir una democracia más sóli-
da y transparente.

de jueces, funcionarios judiciales y 
personal administrativo. De encon-
trarse irregularidades, se evalua-
rán las acciones administrativas y 
disciplinarias a seguir, en una señal 
clara de que el máximo tribunal del 
país busca actuar con transparen-
cia y rigor ante posibles faltas a la 
probidad.

Datos impactantes y alcance 
nacional
El informe de Contraloría, enca-
bezado por la contralora Dorothy 
Pérez, revisó más de cinco millo-
nes de licencias médicas y más de 
un millón de salidas del país regis-
tradas por funcionarios públicos 
en los años 2023 y 2024. A partir 
de esta comparación, se concluyó 
que al menos 25.078 funcionarios 
salieron del país mientras debían 
estar en reposo médico.

Dentro de ese grupo, 125 personas 
habrían salido entre 16 y 30 veces 
del país durante licencias, mientras 
que otros 51 funcionarios públicos 

superaron las 31 salidas, en un 
patrón que genera sospechas de 
fraude al fisco y posible uso frau-
dulento del sistema previsional y 
de salud.

La investigación también reveló 
que algunas instituciones presen-
taron cifras especialmente altas, 
como la Corporación Municipal 
de Iquique (Cormudesi) con 515 
casos, y diversas municipalidades, 
servicios locales de educación y 
corporaciones públicas.

Reacciones y consecuencias en 
cadena
La revelación ha desatado una cas-
cada de reacciones políticas, judi-
ciales y sociales. Parlamentarios de 
diversas bancadas han solicitado 
la creación de comisiones inves-
tigadoras, mientras que desde el 
Ejecutivo se ha comprometido a 
reforzar los mecanismos de fisca-
lización cruzada entre organismos.

Por su parte, la Superintendencia 

de Seguridad Social (Suseso) y la 
Superintendencia de Salud anun-
ciaron que profundizarán audito-
rías a las entidades emisoras de 
licencias médicas, ante la sospecha 
de eventuales redes de facilitación 
de licencias fraudulentas.

A nivel penal, el Ministerio Públi-
co ya comenzó a revisar casos con 
antecedentes más graves, lo que 
podría derivar en imputaciones 
por delitos de fraude al fisco, fal-
sificación de instrumento público y 
malversación de caudales públicos, 
entre otros.

Un llamado a la probidad en el ser-
vicio público
El escándalo ha instalado con fuer-
za el debate sobre la ética en el 
servicio público, la eficiencia del 
sistema de licencias médicas y la 
necesidad de modernizar los con-
troles interinstitucionales. Desde 
Contraloría se adelantó que este 
tipo de análisis se repetirá anual-
mente, y que los datos obtenidos 
ya fueron remitidos a los organis-
mos empleadores y a las fiscalías 
regionales correspondientes.

Mientras tanto, la ciudadanía ob-
serva con atención cómo avanzan 
las investigaciones y espera que las 
irregularidades sean sancionadas 
con firmeza, y que esta crisis im-
pulse reformas estructurales para 
evitar que se repitan este tipo de 
abusos, que afectan tanto la con-
fianza en las instituciones como el 
uso adecuado de los recursos del 
Estado.

Fecha:
Vpe:
Vpe pág:
Vpe portada:

25/05/2025
    $196.405
    $515.658
    $515.658

Audiencia:
Tirada:
Difusión:
Ocupación:

      10.800
       3.600
       3.600
      38,09%

Sección:
Frecuencia:

ACTUALIDAD
DIARIO

Pág: 19


